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			INTRODUCCIÓN1

			Luis Miguel Castilla, Janice Seinfeld y Nicolás Besich

			En enero de 2021, desde Videnza lanzamos Propuestas del Bicentenario2, una iniciativa que tiene entre sus objetivos proponer una serie de políticas y reformas que sirvan para acelerar la construcción de un Estado eficiente, que esté verdaderamente al servicio del ciudadano. En ese momento, tras los devastadores resultados del primer año de la pandemia de la COVID-19 y en plena campaña electoral por la Presidencia de la República, consideramos urgente plantear propuestas concretas para enfrentar los siguientes problemas:

			[…] la incapacidad de proveer servicios públicos de calidad [...]; la existencia de una economía dual en la que solo uno de cada cinco peruanos tiene un empleo adecuadamente remunerado; la incapacidad de velar por el cumplimiento efectivo de las normas vigentes [...]; la ausencia de una mínima cobertura o soporte público que asegure el bienestar de las poblaciones más expuestas a shocks externos; la crisis de valores que exacerba la predominancia de la ventaja individual antes que el bien común del colectivo; y la gran desconexión y desconfianza entre lo público, lo privado y la sociedad en general.3

			Hoy, tres años después, es lamentable constatar que muy poco se ha avanzado. Peor aún, en muchos aspectos parece que hemos retrocedido. Las debilidades estructurales de sistemas esenciales como los de salud, educación, seguridad ciudadana o protección social se mantienen y sufren las consecuencias del debilitamiento de la administración pública y de la falta de un norte claro. A la par, problemas históricos como la corrupción y las turbulencias políticas solo parecen agudizarse.

			Como menciona José Ugaz en el capítulo I, «Lucha contra la corrupción», durante los dos peores años de la pandemia, en los que más de doscientos mil peruanos perdieron la vida, el principal problema que percibía la ciudadanía no era la salud pública, sino la corrupción. Esto quizás no sorprenda tanto si se es consciente de que la corrupción también mata. Como Bollyky y demás coautores mostraron en un artículo publicado en la revista The Lancet en 2022, en 177 países analizados durante la pandemia se encontró que, en promedio, a mayor corrupción, mayor tasa de infecciones.

			En el Perú, quizás el reflejo más claro de lo anterior sea Arequipa, región que, a pesar de contar con algunos de los mejores indicadores de salud del país, tuvo uno de los peores manejos de la pandemia. Recordemos que su exgobernador, Élmer Cáceres Llica, fue detenido por presuntos delitos de corrupción justo en medio de la segunda y tercera ola de contagios, y que se requirió la intervención directa del Gobierno central por la falta de capacidad para implementar una respuesta mínimamente adecuada con sus propios equipos de gestión locales.

			De igual modo, lejos de representar una oportunidad en medio de la crisis, el proceso y los resultados de las elecciones de 2021 generaron tanto la agudización de la crisis política como el desmantelamiento de la administración pública, quizás la principal característica del Gobierno de Pedro Castillo. Cuando más se requería de unión y trabajo conjunto para atender las necesidades urgentes de los ciudadanos, nuestro sistema político solo evidenció su falta de legitimidad, problemas de representación, debilidad de los partidos, corrupción y creciente polarización; características que, como menciona Milagros Campos en el capítulo II, «Reforma política en tiempos de crisis», acompañan a nuestra democracia desde hace más de veinte años.

			Finalmente, el desprecio por la meritocracia y el desmantelamiento de la administración pública sufridos durante los últimos dos años confirman esa constante preferencia de los políticos latinoamericanos por el clientelismo. El empleo público es usado como una herramienta de distribución de favores, en detrimento de un Estado que funcione, con servidores capaces, experimentados, honestos y que puedan implementar políticas públicas que atiendan las necesidades de los ciudadanos en salud, educación, seguridad, protección social, entre otras (Geddes, 1994).

			No (solo) es cuestión de mayores recursos

			La pandemia y las crisis internas y externas que le sucedieron4 revelaron, como argumenta Alberto Vergara (2020), lo que se hizo bien y mal en el Perú durante las últimas décadas. Por un lado, la fortaleza macroeconómica liderada por el Banco Central de Reserva del Perú (BCRP) y el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) han confirmado su resiliencia y valía para enfrentar las crisis. Por otro, tenemos un Estado que, salvo excepciones como las anteriores, ha demostrado su ineptitud para resolver los problemas de los ciudadanos. Un Estado con los recursos suficientes para entregar bonos, comprar fertilizantes o desarrollar infraestructura de prevención, pero que carece de la capacidad para gestionar estas acciones adecuadamente. Como menciona el mismo Vergara, «la avalancha de dinero llegado al Estado (producto de una correcta política económica) en los últimos años lo engordó, encareció y ayudó a la propagación de la corrupción».

			El Presupuesto General de la República ha aumentado en 4.8 veces durante los últimos veinte años. Esto se ha traducido en un significativo incremento en las partidas que financian funciones de gasto público de suma importancia para el desarrollo del país y el bienestar de los peruanos. Así, las asignaciones presupuestales en materia de educación y salud se han más que triplicado entre 2010 y 2023, mientras que la asignación a transportes se ha más que duplicado en ese mismo período. Incluso como porcentaje del PBI, se ha incrementado lo que el Estado invierte para el cierre de brechas sociales y productivas. Sin embargo, es evidente que a un gran segmento de la ciudadanía no le llega la intervención del Estado para suplir siquiera sus necesidades más básicas, tal como lo establece la Constitución Política del Perú.

			En ámbitos centrales para el desarrollo humano, el Estado ha dejado de funcionar con eficiencia y eficacia. Los desafíos son múltiples y se manifiestan en carencias que limitan el bienestar de la mayoría de los peruanos. Como muestra están la persistente incidencia de la anemia en los niños menores de dieciocho meses (42.4 % a nivel nacional en 2022); la falta de acceso a agua potable las veinticuatro horas del día (48.3 % a nivel nacional en 2022); la prestación de servicios educativos de baja calidad que no se traducen en logros de aprendizaje (según la Evaluación Muestral de Estudiantes 2022, solo el 12.7 % y el 14.5 % de los alumnos de segundo de secundaria logra los aprendizajes correspondientes para el grado en matemáticas y en comprensión lectora, respectivamente); y la falta de atención oportuna de pacientes que sufren de enfermedades transmisibles y no transmisibles, realidad que se ha venido embalsando luego de la pandemia.5 El masivo enojo y la enorme desafección de la ciudadanía frente a las autoridades refleja esta realidad, que se hace más agobiante entre Lima y las grandes ciudades de la costa y el interior del país.

			Si centramos la atención en la brecha de infraestructura que se contabiliza en más del 50 % del PBI, según cifras del MEF, la inversión pública no ha contribuido a acortarla con la celeridad y eficacia necesarias. Tampoco lo han hecho las asociaciones público-privadas (APP), cuya adjudicación prácticamente se ha detenido en los últimos años. De hecho, cada año, los tres niveles de Gobierno —nacional, regional y local— dejan de ejecutar recursos presupuestales para financiar las obras públicas por un promedio de dieciséis mil millones de soles. Estos recursos pudieron haber financiado una docena de hospitales de alta complejidad y diez programas de transferencias condicionadas como Juntos. A esto se suma el inventario de obras paralizadas que la Contraloría General de la República reporta todos los trimestres. Al cierre de 2022 había más de dos mil quinientas obras paralizadas valorizadas en cerca de treinta mil millones de soles. Las razones de esto último son múltiples. Entre las más comunes están expedientes técnicos deficientes, controversias que se derivan de incumplimientos contractuales por parte de la entidad pública o la falta de financiamiento. Esto último resulta insólito dado que no se puede ejecutar una obra pública sin la certificación presupuestaria que la ley exige.

			No solo se dejan de ejecutar recursos públicos, sino que, según la Contraloría, el 15 % del presupuesto asignado a la inversión pública se pierde en actos de corrupción a toda escala. Las deficiencias del sistema de control interno a nivel nacional han tenido un doble impacto: permiten el arraigamiento y expansión de este flagelo, a la par que paralizan la labor de los buenos funcionarios. Basta ver cómo, entre 2008 y 2019, en tres de cada cuatro distritos municipales nunca se realizó una intervención de control posterior (auditorías), y en 87 de 187 municipalidades provinciales no se contaba con órganos de control interno. Así, el esquema sancionador de la Contraloría no ha sido efectivo para disuadir actos de corrupción de diversa índole. Esto explica, como menciona Ugaz, que nueve de cada diez alcaldes que terminaron su gestión en 2022 estén investigados por corrupción.

			En el manejo de riesgos y contingencias tampoco se ha logrado efectividad. El caso más reciente que ilustra la incapacidad del Estado para transformar los recursos públicos disponibles en obras de prevención ante la ocurrencia de desastres naturales es la Autoridad para la Reconstrucción con Cambios (ARCC), creada tras el Fenómeno El Niño costero de 2017. El escaso avance en dotar de soluciones estructurales a los cauces de los ríos, los cambios en la conducción de la ARCC, la elevada rotación de autoridades, entre otros factores, llevaron a que la asignación y ejecución de millonarios presupuestos fueran esfuerzos claramente insuficientes. Las reincidentes inundaciones en el norte del país confirman que las contingencias permanecen latentes.

			Fuera de las responsabilidades que recaen en las entidades expresamente creadas para la gestión del riesgo de desastres naturales con foco en la prevención, es importante señalar que, por ley, los Gobiernos locales y regionales tienen la obligación de gestionar sus territorios y de hacerlos menos vulnerables (de manera articulada con el Gobierno nacional y otros actores relevantes). En la mayoría de los casos, esta función no ha sido eficazmente ejercida y el motivo no es precisamente la falta de recursos. El problema central ha recaído en la incapacidad de plantear un plan de acción e implementarlo. Esta tarea se dificulta por las deficientes capacidades del recurso humano y la altísima tasa de rotación de cuadros técnicos.

			Claramente estamos ante un dramático deterioro de la capacidad del Estado para convertir los recursos públicos en inversiones y servicios que satisfagan las necesidades de la población. Una parálisis de la administración pública que pasa una enorme factura a la sociedad y condena al Perú a un nivel mediocre de desarrollo. De no plantear cambios estructurales, este contexto presagia una precarización de la calidad de vida de los peruanos. Y será un gran obstáculo para acortar las brechas de productividad y competitividad frente a las naciones más avanzadas.

			Reformar, aunque cueste

			En su libro El páramo reformista. Un ensayo pesimista sobre la posibilidad de reformar el Perú (2021), Eduardo Dargent sostiene la necesidad de contar con un Estado fuerte, ágil y flexible. La ejecución de políticas efectivas y sostenibles pasa por «el reto doble de ejecutar políticas que promuevan el desarrollo a la vez que se fortalece y profesionaliza el Estado». Desde Propuestas del Bicentenario coincidimos con esta visión. Por ello, el presente libro plantea propuestas necesarias tanto para fortalecer y profesionalizar la administración pública como para promover el desarrollo mediante una mejora en la institucionalidad de aquellos sectores responsables de atender las necesidades básicas de los ciudadanos en salud, educación, protección social, acceso a agua y seguridad ciudadana.

			Como el mismo Dargent diagnostica, el Estado actual está lejos de ser fuerte, ágil o flexible. Por el contrario, tiene una burocracia débil, es propenso a la corrupción y a la politización, y tiene un alcance territorial limitado. Así, la urgencia por construir una gestión pública eficiente, efectiva y transparente es ineludible. El fortalecimiento y la profesionalización del Estado requieren sin duda un shock en la gestión pública. Una buena noticia es que este desafío es hoy más viable gracias al uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC).

			Frente a la desafección de la población y con una economía estancada, el Gobierno intenta simplificar los procesos y facilitar la obtención de licencias y permisos para el destrabe de proyectos de inversión. Para ello, ha obtenido facultades legislativas para reactivar el aparato productivo y modernizar al sector público. Si bien no es la primera vez que se intenta hacer esto, el éxito de cualquier reforma dependerá de que se logre ir más allá del cambio normativo. Como menciona Dargent, «construir instituciones es mucho más que aprobar leyes, anunciar reformas o adoptar un nuevo modelo administrativo».

			Se debe asegurar que los funcionarios públicos aplicarán con diligencia y sentido de urgencia los cambios que se establezcan. En el caso del voluminoso cuerpo de regulaciones que debe cumplir la empresa privada (o el ciudadano mismo), el problema radica en que no hay sanción ante el incumplimiento de los plazos para el otorgamiento de los permisos requeridos. Esta situación tiende a complejizarse por la participación de múltiples entidades públicas que no siempre sintonizan entre sí. Peor aún, en el desarrollo de inversiones privadas y públicas se observa que los organismos reguladores suelen rebasar sus competencias legales al introducir falta de predictibilidad y costos de transacción.

			Por ejemplo, en materia de inversión minera, la ausencia de nuevos proyectos de gran envergadura y la decisión de postergar otros se explican en parte por las demoras injustificadas en la aprobación de instrumentos de gestión social y ambiental. Resulta incomprensible que, para la aprobación de la declaratoria de impacto ambiental de la gran y mediana minería, con un plazo legal de cincuenta días calendario, transcurran entre dieciocho y veintiocho meses. Estos incumplimientos disuaden cualquier decisión de inversión y llevan a que se pierdan las ventanas de oportunidad que hoy ofrecen los elevados precios internacionales de los metales. En este contexto, el Gobierno ha anunciado una simplificación administrativa en el sector que, ojalá, cumpla.

			Como precisa Janeyri Boyer en el capítulo III, «El servicio civil como estrategia para mejores servicios en el Estado», cualquier esfuerzo de reforma demanda una mayor estabilidad en los puestos de línea y una profesionalización y mejora continua del capital humano. Esto último mediante la aceleración de la implementación de la Ley del Servicio Civil, especialmente para mejorar las limitadas capacidades técnicas de las unidades ejecutoras, sobre todo en regiones y municipios. El mejor incentivo para asegurar que los cambios normativos serán aplicados por personal idóneo y no se convertirán en meros saludos a la bandera es agilizar medidas en favor de la meritocracia. Debe admitirse que, sin un servicio civil de calidad, será imposible transformar los cuantiosos recursos presupuestales en bienestar para los peruanos. Como menciona Boyer, sin servidores públicos idóneos, no importa cuánto presupuesto se destine a obras públicas, a Gobiernos regionales o a Gobiernos locales, cuántas nuevas entidades públicas se creen o cuánto control concurrente o posterior se aplique.

			Urge también reducir los desincentivos que enfrentan los servidores públicos. El mandato legal que tiene la Contraloría de supervisar y verificar el correcto uso de los recursos del erario debe darse sin que esta labor paralice la acción estatal. La reforma que se implementa desde el año 2018 justamente busca mejorar la calidad de las auditorías reclutando a personal capacitado, desterrar la vieja práctica de transgredir las competencias legales del control interno y acompañar todo el ciclo de inversión mediante el control concurrente. Sin embargo, persiste un enfoque punitivo que, insistimos, no ha sido exitoso en reducir la gran incidencia de la corrupción.

			A futuro, para contribuir a la generación de valor público para el ciudadano a partir de la prestación de mejores servicios públicos, la propia Contraloría tiene previsto impulsar la promoción de la eficiencia e integridad en la administración pública mediante auditorías de desempeño e investigaciones similares. Consideramos necesario, incluso, un cambio de paradigma en dicha institución centrado en un enfoque preventivo y en la gestión de riesgos, que se asiente en la gestión por procesos y en la digitalización de manera que permita predictibilidad en la labor de la burocracia, medir su desempeño y promover la transparencia.

			En suma, se hace indispensable un shock de gestión para agilizar la inversión y que todos los actores relevantes se compren el pleito, incluyendo la activa participación del sector privado, las universidades y los think tanks especializados en gestión pública. En medio de esta crisis puede y debe surgir una oportunidad cuyo logro dependerá de que se dejen las zonas de confort, se innove y se internalice la urgencia que las actuales circunstancias imponen. Para recuperar un Estado que funcione y atienda las necesidades de los ciudadanos es crucial quebrar ciertos mitos que se han afincado en la opinión pública para empezar a recuperar su confianza y lograr que este cumpla con las mínimas responsabilidades que le asigna la Constitución con eficiencia, efectividad y transparencia.

			Implementar reformas no es fácil, se necesita continuidad en los procesos y enfrentar la fragmentación política y lo que Dargent considera como la «irrupción de intereses particulares e ilegales en la representación (el Congreso)». El reto es enorme, en especial en un país como el Perú donde, como mencionan Contreras y Cueto (2018), si existe algún patrón recurrente en nuestra historia es, precisamente, la falta de continuidad de los proyectos de modernización debido a la falta de institucionalidad.

			Las reformas

			El presente libro propone medidas para construir institucionalidad que, de manera paralela y complementaria, permitan fortalecer al Estado y atender las necesidades básicas de la población. Como reconocimos en nuestra primera publicación Propuestas del Bicentenario. Rutas para un país en desarrollo (2021), como país tenemos la obligación de construir instituciones estables e inclusivas. Lo que existe actualmente no alcanza.

			Reformas transversales

			Partimos de tres de los principales problemas estructurales que enfrenta el país y sin los que cualquier reforma sectorial estará a la larga condenada al fracaso.6

			El primer problema, desarrollado por José Ugaz en el capítulo I, es la corrupción. Un escollo histórico que, según Quiroz (2019), nos ha costado entre el 40 % y el 50 % de nuestras posibilidades de desarrollo. Ugaz explica cómo la corrupción en el Perú es sistémica, ampliamente tolerada y normalizada. La Contraloría estima que el país pierde en promedio veintitrés mil millones de soles por corrupción e inconducta funcional cada año.

			El autor realiza un exhaustivo diagnóstico del problema y profundiza en algunas de sus causas. A pesar de que su penetración en la sociedad se remonta a la época colonial, en las dos últimas décadas personajes de la cúpula del poder —tanto autoridades como empresas locales y transnacionales— han protagonizado sonados escándalos. Actualmente, los últimos seis presidentes están presos o investigados por corrupción. La enorme visibilidad de esta denominada «gran corrupción» ha fomentado su priorización en la agenda pública.

			La corrupción profundiza la pobreza, incrementa la desigualdad y tiene un impacto negativo en la gobernabilidad. Ugaz propone algunas líneas de acción para combatirla. Primero, elabora sobre la necesidad de fortalecer la transparencia y el acceso a la información. Segundo, considera fundamental interrumpir la impunidad en materia de gran corrupción, así como fortalecer las capacidades para poder investigar y castigar debidamente a los autores de los crímenes. Por último, hace un llamado de atención al sector privado y a la ciudadanía para salir de la inercia; construir la confianza interpersonal y a nivel de nación para mejorar la fiscalización de los actos corruptos. La propuesta de Ugaz resulta interesante e innovadora porque implica la participación activa de las empresas y de los gremios en campañas de sensibilización y en la construcción de herramientas de denuncia e investigación para casos de extorsión por parte de malos funcionarios.

			El segundo problema es nuestra actual crisis política. Evidentemente no podemos continuar cambiando presidentes cada año. En el capítulo II, Milagros Campos explica cómo haber tenido seis presidentes y tres Congresos en los últimos cinco años es la cara visible de un sistema que no funciona. A esto se suma la profunda crisis de legitimidad que enfrenta el Congreso de la República, institución clave de la democracia, pero que es repudiada por nueve de cada diez peruanos.

			Campos analiza la situación de una democracia que se ve continua y sostenidamente mermada. Elabora los principales y más actuales problemas del sistema político peruano, y aborda las implicancias del diseño institucional vigente y del desbalance de poderes que se viene produciendo. Además, propone qué reformas deberían llevarse a cabo para tener un diseño institucional más idóneo y alcanzar una mayor gobernabilidad democrática. Su análisis se enfoca en lo ocurrido en el período 2000-2022 para responder a la siguiente interrogante: ¿por qué sigue la reforma política en la agenda veinte años después?

			Para la autora, lo anterior pasa por reconocer que hemos mantenido y agravado problemas como la debilidad de los partidos políticos y los continuos choques entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. Establece que, si bien las reformas no son en sí mismas suficientemente transformadoras de la política, es imperativo realizarlas para construir mejores instrumentos de gobierno y brindar incentivos a la gobernabilidad democrática. En ese sentido, lo primordial es la voluntad política y el compromiso con el sistema.

			Las reformas son importantes para canalizar el proceso político. Según Campos, deberían dirigirse a fortalecer la democracia, buscar autoridades que respondan por sus actos, mejorar la representación política y corregir las prácticas corruptas. Plantea diez propuestas en total, que clasifica según nivel de prioridad (urgente e importante), carácter de la norma (legal o constitucional) y área temática (sistema de gobierno, sistema electoral y sistema electoral parlamentario). Para la autora, las más urgentes son la reelección parlamentaria inmediata y la regulación de la responsabilidad del presidente. Las importantes son la bicameralidad, la renovación parcial del Congreso, el fortalecimiento de los grupos parlamentarios, la eliminación del voto de confianza obligatorio de cada nuevo “Gabinete” ministerial ante el Legislativo, la reelección de congresistas y autoridades subnacionales por dos períodos, entre otras. Campos analiza el costo-beneficio de las reformas y delinea las acciones requeridas para su implementación.

			El tercer problema se refiere a la calidad de los recursos humanos que sirven en el Estado, para lo cual se requiere instalar la meritocracia y una cultura de servicio a la ciudadanía. Este punto es tratado por Janeyri Boyer en el capítulo III. La autora realiza un exhaustivo diagnóstico sobre las razones por las que la reforma del servicio civil no ha sido implementada adecuadamente en el Perú y propone soluciones estratégicas a partir de las lecciones aprendidas.

			Aunque hay diversos documentos aprobados por el Estado sobre la gobernanza pública y políticas de modernización, no basta con aprobar una ley y sus reglamentos para que estas funcionen. Boyer identifica al menos siete dificultades que impiden consolidar la reforma del servicio civil: el propio diseño de cómo las entidades deben incorporarse a la reforma; la carencia de capacidades de las autoridades en los cargos que hacen posible la reforma del servicio civil; la falta de voluntad política; el escaso presupuesto para su implementación; la ausencia de un reglamento del sistema de compensaciones; la carencia de un despliegue masivo de mecanismos de información eficaces; y, por último, la falta de información clave para conocer los perfiles de los servidores públicos y hacer seguimiento a la reforma.

			Para la autora, se requiere mucho más que un solo ente rector para mejorar el servicio civil. Es fundamental contar con una estructura de gobernanza pública y conciliación entre los actores involucrados. En ese sentido, tienen una importante incidencia en el servicio civil las decisiones del Congreso de la República, del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional e incluso de las universidades.

			En cuanto a las acciones urgentes, primero se requiere una plataforma donde se centralice la información actualizada permanentemente sobre los servidores civiles y sobre la implementación de las políticas de recursos humanos. Segundo, se necesita simplificar la telaraña normativa del servicio civil. Tercero, es importante considerar la heterogeneidad sociocultural y económica de las entidades en los diversos niveles de Gobierno al momento de implementar los esfuerzos de mejora del servicio civil. Cuarto, es imprescindible promover la carrera pública en base al mérito, la idoneidad, la integridad y el desempeño de los funcionarios.

			Boyer destaca los mínimos necesarios para que el servicio civil funcione: la organización y planificación; la atracción del talento; la retención y desarrollo de dicho talento; y la evaluación de su desempeño. Crear las condiciones para que se asegure la existencia de una carrera pública que permita generar retos y mejoras naturales en los servidores civiles para progresar, obtener mejores posiciones e incrementos remunerativos, así como para preservar el conocimiento institucional sobre las políticas emprendidas.

			Finalmente, se establece como prioridad fortalecer la autonomía de la rectoría del servicio civil. Esta entidad demanda mayor independencia técnica porque define las políticas de recursos humanos de todo el Estado. No puede ser víctima de la interferencia del Gobierno de turno ni del populismo legislativo. A juicio de la autora, es sustentable que se ubique en el primer nivel de poder del Estado. Es decir, que sea un organismo constitucional, como ocurre, por ejemplo, en Colombia.

			Reformas para el shock de gestión pública

			Sin lugar a dudas, el fortalecimiento de las capacidades de los servidores públicos es requisito indispensable para empezar a robustecer al Estado y tener una gestión pública centrada en el ciudadano. Sin embargo, existen otras reformas sobre las que hemos venido trabajando a lo largo de los últimos tres años desde Propuestas del Bicentenario y que son necesarias para lograr una gestión pública más eficiente.

			Repensar la descentralización: la escala local y el rol del Gobierno nacional

			La descentralización, que lleva más de dos décadas de aplicación, no ha funcionado. En Propuestas del Bicentenario. Rutas para el desarrollo regional (2022), Luis Miguel Castilla planteó ya la necesidad de optimizar la gobernanza del proceso de descentralización de acuerdo con la Política de Modernización de Gestión Pública, así como de utilizar los estándares de gobernanza de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y adecuar las competencias y funciones entre los distintos niveles de Gobierno tomando en cuenta la elevada heterogeneidad y atomización que caracteriza a las jurisdicciones locales. Este último punto es clave, pues la pequeña escala de los Gobiernos locales genera también la atomización de los proyectos de inversión pública, lo que impide que respondan a una lógica de cierre de brechas y los hace muy difíciles de fiscalizar.

			Se requiere mayor flexibilidad en los sistemas administrativos del Estado. Fueron concebidos para el control del gasto público en épocas de escasez, pero no para lograr un proceso de descentralización exitoso que promueva el desarrollo territorial. Al respecto, en la misma publicación Carolina Trivelli alertaba sobre la necesidad de «salir del análisis basado en unidades administrativas o políticas de poca relevancia». Hacía hincapié en la necesidad de desarrollar instrumentos que permitan planificar y priorizar en el territorio, pero, sobre todo, instrumentos para ejecutar inversiones de manera conjunta (público-privado) en las localidades que lo requieran. Este proceso, a diferencia de lo que se ha hecho hasta ahora, debe llevarse adelante considerando que la descentralización no puede darse de manera pareja. Como menciona Janeyri Boyer, «no es posible tratar con las mismas reglas de gestión a un elefantiásico Ministerio de Salud y a una municipalidad rural de diez personas». En algunos casos, el Gobierno nacional deberá asumir mayores responsabilidades y, en otros, podrá dar mayores libertades.

			De otro lado, la articulación entre los ministerios y los Gobiernos subnacionales es deficiente. La PCM no ha logrado cumplir con las funciones que la ley le otorga. La alta volatilidad en los principales cargos no ha hecho más que agudizar este incumplimiento. Si se revisa el Reglamento de Organización y Funciones (ROF) de la PCM, se torna evidente que su rol de gran entidad coordinadora no ha funcionado con efectividad. En el Estado prevalecen el enfoque sectorial y la actuación segmentada (donde prima una mentalidad de silos y la defensa de fueros particulares). Al hacer un balance del proceso de descentralización, la Secretaría de Descentralización (antes Consejo Nacional de Descentralización), entidad adscrita a la PCM, ha adolecido de un sistema que permita el adecuado seguimiento y monitoreo del proceso de trasladar competencias del Gobierno nacional a los regionales y locales. La descentralización ha carecido del liderazgo suficiente al más alto nivel porque tradicionalmente el presidente del Consejo de Ministros ejerce como pararrayos del presidente de turno o está abocado a apagar incendios de carácter político, con lo que deja de lado funciones que requieren mucha voluntad política y trabajo permanente.

			El MEF está inmerso en un proceso de reforma de los sistemas administrativos a su cargo con miras a lograr unas finanzas públicas más eficientes en los tres niveles de Gobierno y asegurar una prestación de servicios básicos con calidad a la población. Estas reformas pretenden cumplir con las recomendaciones realizadas por la OCDE como parte del proceso de adhesión a ese organismo.7 Según la OCDE (2023), el MEF centraliza varias funciones que en los países desarrollados son responsabilidades de los ministerios sectoriales o de Gobiernos subnacionales. Esto lleva a que el enfoque de la gestión de las finanzas públicas en el Perú sea de corto plazo y carezca de predictibilidad.

			Este es el caso, por ejemplo, del presupuesto público que se ha convertido en un instrumento rígido, en vez de ser uno que refleje las prioridades nacionales y que las traduzca en el financiamiento de las políticas públicas priorizadas. El MEF está elaborando un marco estratégico de mediano plazo que permita modernizar las finanzas públicas para que, sin minar la solvencia fiscal del país, los ingresos públicos se traduzcan en intervenciones que mejoren de manera sostenida la calidad de vida de la ciudadanía. Nuevamente, no solo se trata de disponer de más recursos públicos, sino de actualizar los sistemas estatales para lograr un manejo eficiente y eficaz de la gestión del gasto público a lo largo de todo el ciclo: programación, ejecución y evaluación.

			De los sistemas administrativos hacia nuevos modelos de organización y digitalización

			Si bien los sistemas administrativos tienen una razón de ser y son absolutamente necesarios —imaginemos una administración pública que no los tuviera—, lamentablemente se han convertido en fines en sí mismos y no en medios para lograr un adecuado funcionamiento del Estado. Falta una mirada más integral entre ellos y una visión más sistémica.

			Aunque la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE) tiene las virtudes de haber ordenado el caos existente antes de su aprobación y, además, de haber logrado que el Congreso haya concedido al Ejecutivo su regulación, ha quedado ya desfasada en diversas materias. El propio Gobierno muchas veces propicia un mayor desorden al seguir presentando proyectos de ley para que el Congreso apruebe la creación de más municipalidades, no gracias a un sustento técnico, sino como respuesta a móviles políticos. Es así como el Congreso, a pedido del Ejecutivo, ha aprobado la creación de 48 nuevos distritos en el país desde 2004 y, en los últimos dos años, ha presentado un centenar de proyectos que declaran de interés nacional y necesidad pública la creación de un distrito.

			Para ser más eficientes se necesitan nuevos modelos de organización con la flexibilidad que la descentralización y las nuevas funciones (tecnología) del Estado exigen. Modelos que no solo se enfoquen en el proceso o en el cumplimiento de la norma, sino que tengan un enfoque estratégico de intervención pública y que, además, manteniendo la función de decisión como exclusivamente pública, consideren la posibilidad de trabajar con el sector privado o con gremios para ser más eficientes. Por ejemplo, en Colombia, la Ventanilla Única Empresarial (VUE) es «una estrategia público-privada coordinada por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo que busca promover la actividad empresarial en el país a través de la automatización y simplificación de trámites».8 ¿Por qué no permitir que la operación, mejora y mantenimiento de la Ventanilla Única del Comercio Exterior (VUCE) en el Perú cuente con la colaboración del sector privado y de los gremios relacionados al comercio exterior, que son los mayores interesados en que este servicio sea lo más eficiente posible? Al final de esta sección presentaremos una nueva forma de concebir una participación más activa del sector privado en la prestación de servicios básicos mediante nuevas modalidades de gestión.

			En materia de gobierno digital, el Perú ha avanzado significativamente en el plano normativo. Ha cumplido la mayoría de las recomendaciones en materia digital contenidas en Estudios de la OCDE sobre la Gobernanza Pública. Perú (2016) y en el Índice de gobierno digital en el Perú OCDE 2019 (2019). Este nivel de cumplimiento ha permitido crecer en los indicadores internacionales en transformación digital. Sin embargo, esta transformación no se trata solo de poner servicios en línea y de lograr la eficiencia operativa del sector público. Debe también incorporar un nuevo concepto que, según la OCDE, se define como «el uso de tecnologías digitales, como parte integral de las estrategias de modernización de los Gobiernos, para crear valor público», una concepción completamente nueva de las TIC como elemento central de la transformación del sector público.

			La pandemia permitió acelerar la obligación de que todas las instituciones públicas migren su presencia digital a una nueva plataforma. A inicios de 2020 se constituyó el sistema peruano de transformación digital con normas, principios y procedimientos, junto con técnicas e instrumentos, para ordenar las actividades del sector público con miras a su transformación digital. A 2021, según los indicadores internacionales, el Perú era uno de los países de la región con el mayor porcentaje de ciudadanos que habían realizado trámites digitales durante la pandemia. No obstante, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe - CEPAL (2021) ha identificado la necesidad de afianzar las habilidades digitales de la ciudadanía, de modo que esta pueda utilizar eficientemente los servicios digitales.

			Es imperativo transformar digitalmente la administración pública para permitir una nueva forma de interactuar con los ciudadanos, mejorar la valoración de la gestión pública y fortalecer la gobernanza y la democracia. Con la digitalización de los servicios públicos se promoverá el cierre de brechas sociales y la igualdad de oportunidades. La inclusión financiera a través de billeteras móviles, la historia médica electrónica y la certificación de destrezas técnicas mediante formación en línea son algunos ejemplos de cómo la transformación digital puede cambiar vidas. Sin embargo, esto no será posible sin una adecuada infraestructura de comunicaciones y una conectividad de banda ancha de alta calidad, desplegada en todo el territorio. Además, es fundamental levantar las barreras culturales que limitan los beneficios de la transformación digital en materia de eficiencia y mejoras en productividad. Estas barreras en parte tienen que ver con la percepción de algunos funcionarios públicos de perder discrecionalidad y de limitar los espacios de «pequeña corrupción» que lamentablemente aún abundan.

			Otra área donde se necesita un cambio de paradigma es el intercambio de servicios entre entidades públicas, como lo ilustra el caso de la salud pública. Evidentemente se requieren inversiones con mejoras en la gestión para cerrar brechas de acceso. Sin embargo, el intercambio prestacional de servicios de salud podría sumar también a que los seguros públicos compartan las capacidades marginales de los prestadores de servicios de salud de su red propia y logren incrementar la oferta total a la población asegurada. Por ejemplo, el Seguro Integral de Salud (SIS) con su red Ministerio de Salud-Gobiernos regionales, o el Seguro Social de Salud del Perú - EsSalud con su red institucional. Lamentablemente, este intercambio prestacional se ha usado exclusivamente entre el SIS y EsSalud con muy limitado éxito. Las razones son varias, desde la dificultad para establecer un tarifario único hasta la desconfianza sobre si la aseguradora cumplirá con el pago con la oportunidad y suficiencia esperadas.

			De otro lado, existen limitaciones legales a la posibilidad de buscar eficiencias en el Estado para que, por ejemplo, entidades públicas que comparten la misma ubicación física puedan compartir costos como el pago de servicios públicos, guardianía, mantenimiento de flotas de vehículos, seguros, etc.

			Otra dimensión radica en el limitado alcance y cobertura que aún tienen las ventanillas únicas para atender las necesidades del ciudadano en servicios que vaya a demandar del Estado. Si bien ha habido avances, la percepción ciudadana es que «lidiar con el Estado» genera elevados costos de transacción y oportunidades para la «pequeña corrupción». La alternativa que mejor ha funcionado hasta el momento son los Centros de Mejor Atención al Ciudadano (MAC), adscritos a la PCM en el marco de la Política Nacional de Simplificación Administrativa. Existen cinco MAC: cuatro atienden en Lima Metropolitana y el Callao, y uno en Piura. Agrupan a quince entidades públicas y ofrecen más de cincuenta trámites a la población en una misma plataforma.9 Según la Secretaría de Gestión Pública de la PCM, entre 2011 y 2021 la plataforma MAC generó ahorros por más de 365 millones de soles. Sin embargo, persisten dificultades operativas y administrativas para gestionar este tipo de plataformas debido al volumen de recursos presupuestales, humanos y tecnológicos que demandan. Dentro de la agenda futura, uno de los principales retos será llegar a los lugares más alejados del país y promover la participación de más entidades públicas y la inclusión de más servicios.

			Reformas, calidad regulatoria y simplificación administrativa

			No han faltado los intentos para reformar al Estado, como lo muestra la profusa legislación que se ha aprobado a lo largo del tiempo. Sin embargo, no han sido aplicados a cabalidad, han conducido a procesos inconclusos o han propiciado contrarreformas. La mayoría de las reformas no han sido producto de un consenso amplio, sino que han sido impulsadas por iniciativas tecnocráticas sin respaldo popular o por condiciones impuestas por acuerdos supranacionales. Ejemplo de esto último son los compromisos derivados del Acuerdo de Promoción Comercial con los Estados Unidos o los que implican la adhesión a la OCDE.

			Las crisis macroeconómicas del pasado condujeron al fortalecimiento de las políticas macroeconómicas del país y al consenso generalizado de que la única forma de mantener una baja inflación es la autonomía del Banco Central de Reserva. Esta se ha conservado pese a cambios en Gobiernos con distinto tinte ideológico y goza del respaldo y la legitimidad de la población, que no tolera la inflación. Abundan ejemplos de reformas bien intencionadas, pero que carecieron de apoyo popular o de sentido de inevitabilidad.

			Por otro lado, las reformas no implican necesariamente grandes cambios normativos que pasen por discutir y aprobar leyes en el Congreso. Muchas normas no superan los mínimos estándares de calidad regulatoria, pese a existir la exigencia legal. Tal ha sido la proclividad por aprobar leyes en el Parlamento sin el debido sustento o por admitir normas meramente declarativas. Solo en el período 2009-2011 se excluyeron 14 403 leyes del ordenamiento legislativo. En el siguiente período legislativo se excluyeron 1004 normas con rango de ley. Más recientemente, en mayo de 2021, se descartaron 1002 normas con rango de ley adicionales.

			Utilizar la evidencia y la información disponibles claramente no es una práctica difundida. Tampoco se cumple con la obligación de prepublicar normas para recoger los comentarios de las entidades especializadas o de los «administrados». Vivimos en un contexto de elevada desconfianza en el que los cambios se imponen a «las patadas», sin una maduración y socialización suficientes. También compartimos un entorno donde prevalecen los intereses particulares y no el bien común. No hay participación ciudadana en la formulación de políticas públicas y tampoco suficiente veeduría para forzar una mayor rendición de cuentas.

			Se necesita mejorar la planificación y desregular todos los reglamentos y procesos que han devenido en costos de transacción y con escaso valor social o económico. A nivel del Gobierno nacional esto pasa por implementar un real proceso de análisis de impacto regulatorio (RIA). Ninguna norma debería aprobarse si no se establece claramente cuál es su propósito, si los requisitos que plantea no son los idóneos para lograr sus objetivos y si no existen medios menos costosos para lograr los mismos resultados.

			Pero es igualmente importante no quedarse solo a nivel de leyes o reglamentos. Es necesario empezar a revisar documentos más específicos —por ejemplo, los manuales de operaciones de instituciones subnacionales—, así como a tener en cuenta que la tendencia a sobrerregular está no solo en lo administrativo, sino también en lo funcional.

			En esa línea, una buena práctica, que tiene el potencial de generar predictibilidad y eficiencia, son los procedimientos administrativos estandarizados o trámites estandarizados. A fin de eliminar exigencias innecesarias y contrarias al marco normativo vigente, establecen un procedimiento uniforme, simplificado y cuya aplicación debe ser igual en todas las entidades públicas a cargo del trámite. A la fecha se han emitido nueve decretos supremos que aprueban un total de 218 procedimientos administrativos estandarizados.10

			Métricas de la calidad de la gestión pública

			Las métricas de seguimiento utilizadas para medir una gestión pública eficiente son deficientes y muchas veces engañosas. En el caso de la inversión pública, el principal indicador —y muchas veces el único al que pareciera ponérsele atención— es el porcentaje de ejecución presupuestal. Este indicador, sin embargo, es muy limitado: la inversión es multianual y la ejecución no capta esa naturaleza. Incluso puede resultar contraproducente por generar incentivos perversos a gastar con la única finalidad de subir el porcentaje de ejecución en la «foto» de fin de año. Si bien el avance físico de obras en estos casos es un mejor indicador, lo cierto es que el foco debiera estar en el monitoreo de los resultados y el impacto de la gestión pública, más que en los insumos que demanda la prestación de un servicio básico.

			Más relevante es medir el logro de aprendizaje de los estudiantes de primaria, la incidencia de la anemia o los índices de inseguridad ciudadana que cuánto se gasta en docentes, en micronutrientes o en sistemas de videovigilancia en ciudades, respectivamente. Un manejo eficiente de la planilla y de las compras públicas es fundamental, pero no debería ser la única métrica para evaluar si efectivamente el Estado cumple con sus obligaciones. El espíritu original de los programas presupuestales y del presupuesto por resultados permitió cambiar el foco del seguimiento y evaluación de los insumos al logro de productos, con especial énfasis en potenciar las intervenciones más efectivas para lograr determinados resultados. Lamentablemente, se ha diluido la importancia de la asignación de recursos presupuestales dirigidos a la obtención de resultados, mientras que prima la tradicional asignación inercial de las partidas presupuestales.

			Por último, urge erradicar la demonización de la prestación privada de servicios básicos bajo una lógica distinta. Las deficiencias en la gestión pública y la urgencia que debiera haber por atender los legítimos reclamos de la población más vulnerable en un contexto de convulsión social obligan a repensar la participación privada para mejorar el acceso y la calidad de los servicios básicos.

			Mientras se desarrollan las capacidades en el sector público y se genera un shock de gestión para impulsar la inversión pública, urge dejar los prejuicios de lado y establecer claramente reglas de juego para alentar nuevas formas de colaboración público-privadas. Esto requiere ampliar la mirada sobre las formas de gestionar lo que hace el Estado. Como se mencionó, se pueden modificar algunos modelos organizacionales para permitir la complementariedad con el sector privado, sin que esto implique ceder la función de decisión.

			Repensando el rol del sector privado

			En la actual coyuntura, como país no podemos dejar de atender a los grandes segmentos de la población que claman por el acceso a servicios de calidad. Al ritmo que va la ejecución de los proyectos del Plan Nacional de Infraestructura Sostenible para la Competitividad, tomaría más de treinta años cerrar las brechas que impiden que el Perú siga creciendo de manera sostenible. Esto hace imperativo trabajar conjuntamente con el sector privado, optar por modelos de gestión privada que, adecuadamente regulados y supervisados, permitan brindar ciertos servicios básicos.

			El sector Agua y Saneamiento es particularmente sensible por el impacto que tiene en la salud pública y en las condiciones de desarrollo humano de la población. Como mencionan Milton von Hesse, Marco Vinelli y Franco Sebastiani en el capítulo VI, «Recursos hídricos y su eficiente aprovechamiento», pese al incremento en la asignación de recursos, se registran brechas crecientes en el acceso al agua. En 2021, alrededor de 1.4 millones de personas del ámbito urbano y 1.6 del rural no contaban con acceso a servicios de agua. Estas brechas son mayores a las registradas en 2019.

			Un patrón similar ocurre en el caso de saneamiento. En 2021, 3.3 millones personas del ámbito urbano y 5.2 millones del rural no tenían acceso a servicios de saneamiento. A pesar de que el 35 % del monto necesario para el cierre de brechas ya ha sido invertido, el cierre de brechas en agua y saneamiento solo ha avanzado en 13 % y 8 %, respectivamente. A nivel nacional se reciben 18.5 horas continuas de servicio de agua por las empresas prestadoras de servicios de agua y saneamiento (EPS), en promedio. Sin embargo, en la costa solo el 50 % de los hogares recibe agua segura, cifra que en la sierra y en la selva baja al 20 %.

			¿Qué puede hacer el sector privado? De haber decisión política, se puede impulsar su mayor participación en las EPS partiendo de los procesos más simples. Ello para obtener una mayor aceptación social de la población, que ve con recelo la intervención de empresas privadas en la provisión de un servicio básico fundamental como el agua. Esto puede iniciarse con el otorgamiento de contratos de gestión y la compra de «agua en bloque» hasta eventuales concesiones parciales o totales.

			La idea es cambiar el esquema tradicional de obra pública por uno que define una población y un nivel de servicio requerido, asigna presupuesto para la fase operativa y selecciona un operador especializado que provee el servicio. Los beneficios de este esquema radican en la reducción de plazos para la puesta en marcha de servicios y en el traslado de riesgos al sector privado. Esto significa que hay un menor margen para actos de corrupción, la tramitología es asumida por el privado y se daría un servicio de mayor calidad a menor costo.

			Experiencias similares pueden replicarse en otros sectores, como Salud o Educación. Si bien existen casos exitosos de APP —como Salog para el proceso de abastecimiento de medicamentos en EsSalud—, se cuentan con los dedos de una mano. Muchos de ellos se pueden replicar en los ministerios y en regiones. Son formas de involucrar al sector privado para mayor eficiencia en el logro de las metas, pero ello pasa por disminuir la alta rotación en los cargos gerenciales del Estado, combatir la corrupción y reforzar la voluntad política.

			No habiendo espacio para la complacencia ni para el dogmatismo, se debe alentar una mayor y más activa colaboración del sector privado en la mejora de los servicios fundamentales como la salud, sector especialmente golpeado por la pandemia y que aún no recibe la atención requerida. Existen valiosas iniciativas en curso, pero sin duda los esfuerzos se podrían escalar de haber un mayor liderazgo y espacios de confianza mutua.

			Institucionalidad en los sectores

			Como se mencionó, los esfuerzos por fortalecer y reformar el Estado deben venir acompañados de políticas públicas que efectivamente promuevan el desarrollo. Romper ese círculo vicioso en el que pareciéramos estar, donde un alto porcentaje de la población vive centrada en salir adelante por sí sola; donde no importan los deberes ciudadanos, desde pagar impuestos hasta respetar las reglas de tránsito, pero tampoco se espera nada del Estado. Un estudio realizado por el Banco Mundial (2014) identificó que, en Lima, casi el 90 % de personas estaba «de acuerdo» o «totalmente de acuerdo» con la frase: «Lo que me suceda en el futuro depende principalmente de mí». Este resultado era casi diez puntos porcentuales más que lo encontrado en ciudades como Yakarta o Nairobi.

			Si se continúa con una ciudadanía indiferente a los problemas de gestión pública mencionados, muy pronto estará completamente centrada en sus propios problemas, preocupada por tener ingresos suficientes para vivir el día a día. Ingresos que le permitan pagar por la salud que el sistema público no logra brindarle; que le permitan pagar por una escuela privada, no importa si es de bajo costo, pero que no sea pública; o que le alcancen para apoyar, aunque sea con algo, a sus padres ancianos que no reciben jubilación de ningún tipo. Ingresos que se puedan generar sin tener que ser víctimas de extorsionadores o delincuentes, que hoy amedrentan y atacan incluso hasta a los vendedores ambulantes.

			Así, del cuarto al séptimo capítulo proponemos estrategias de reforma para lograr mejoras en sectores clave como Salud, Educación, Agua y Seguridad Ciudadana. A diferencia de en Propuestas del Bicentenario. Rutas para un país en desarrollo, el foco ahora está en cómo mejorar la institucionalidad de cada sector; en cómo lograr poner al ciudadano al centro.

			En el capítulo IV, «¿Cómo construir el sistema nacional de salud?», Janice Seinfeld y César Amaro presentan un análisis de la gobernanza del sistema nacional de salud (SNS), un sistema fragmentado, segmentado y con importantes brechas de acceso y oportunidad. Los autores señalan las causas de la disparidad del acceso a servicios de atención y de tratamiento, así como la falta de medios financieros que tiende a dificultar el acceso a dichos servicios. Explican cuáles han sido los intentos de reforma del sistema de salud y qué rutas son viables para salir de la crisis sanitaria en la que se encuentra el Perú.

			Seinfeld y Amaro sugieren una reforma integral del SNS para mejorar la atención de la población. Primero, señalan que es necesario utilizar las herramientas y los conocimientos disponibles, especialmente sistemas de información digitales interoperables y análisis de datos para tomar decisiones informadas. Segundo, las estrategias deben centrarse en las personas con enfoque de equidad y una gobernanza efectiva, lo que implica diseñar políticas públicas sustentadas en la mejor evidencia disponible y en escuchar las necesidades de los ciudadanos en diferentes territorios. Tercero, se requiere que el Minsa desarrolle brazos operativos fuertes y delegue la prestación de servicios de salud a la Municipalidad Metropolitana de Lima. Cuarto, es clave formar y reclutar talento necesario en el campo clínico y en gestión sanitaria. Por último, es fundamental que las redes integradas de salud sean implementadas con el concurso de todos los actores del SNS y con un respaldo político sostenido, para así poder prestar servicios de salud centrados en el cuidado integral de la persona, la familia y la comunidad.

			En el capítulo V, «Modernizar la educación para centrarla en el estudiante», Daniel Alfaro y Luz Orellana analizan la importancia del proceso de modernización del sector educativo en el Perú y los principales obstáculos a superar. Para cerrar brechas, es necesario construir políticas de Estado en educación que coloquen al estudiante en el centro. Fortalecer capacidades mediante el fomento del aprendizaje autónomo, las competencias digitales, las habilidades blandas y el pensamiento crítico. Toda esta enorme tarea requiere del apoyo de todas las instancias del Gobierno y de la sociedad civil.

			En la primera parte del capítulo, los autores describen las barreras que dificultan los aprendizajes más pertinentes para desarrollar el potencial de los peruanos desde el punto de vista del estudiante. Algunas de estas limitaciones son la falta de atención a la educación inicial, la alta prevalencia de anemia infantil y los desafíos en la educación primaria agravados por la pandemia. Lamentablemente, se constata que las brechas entre las escuelas privadas y públicas, y entre lo urbano y rural, se han agravado. Es decir, las poblaciones estudiantiles más vulnerables se vieron más afectadas por la pandemia en términos de aprendizajes.

			En la segunda parte ponen el énfasis en el proceso de modernización de la educación mediante la mejora de la calidad regulatoria en las políticas y de la calidad educativa en instituciones públicas y privadas. Para mejorar la gobernanza en el sector educativo, los autores sugieren fortalecer la relación Estado-ciudadano mediante la implementación de un gobierno abierto. Esto permitirá responder mejor a las necesidades del estudiante y reducir los riesgos de corrupción. Por otro lado, la modernización de la gestión pública en el sistema educativo implica la adaptación de la organización a los ciclos de vida y una gestión territorial moderna. Plantean fomentar la competitividad a través de incentivos para mejorar la productividad en transformación digital, capacitación y uso eficiente de los recursos públicos. Asimismo, señalan las preocupaciones en torno a la reforma magisterial, que ha establecido mecanismos para mejorar la calidad docente, pues su politización podría impedir su éxito.

			En síntesis, los autores indican que se necesita una educación moderna y equitativa que se adapte a las necesidades de los estudiantes en todas las etapas de la vida. Además, resulta imprescindible mejorar la infraestructura educativa. El foco de las políticas públicas debe ponerse en la calidad regulatoria, el gobierno abierto, el aumento de la productividad, la coordinación interinstitucional y en la gestión del conocimiento e innovación. Por último, es fundamental asegurar una mayor productividad para alcanzar una mejor calidad de gasto y poder afrontar brechas estructurales como la de infraestructura educativa.

			En el capítulo VI, «Recursos hídricos y su eficiente aprovechamiento», se plantean justamente las reformas necesarias no solo para que la población tenga acceso continuo a agua de calidad, sino también para que el recurso hídrico, en general, sea apropiadamente aprovechado por los distintos sectores. Von Hesse, Vinelli y Sebastiani analizan la disponibilidad de recursos hídricos en el Perú e identifican una proyección a la baja de su oferta. No obstante, observan que el país no cuenta con una estrategia integral para regular de manera eficiente esta menor disponibilidad del recurso. Para abordar esta situación, los autores sugieren tres propuestas: fortalecer las competencias sectoriales de la Autoridad Nacional del Agua (ANA); incrementar la infraestructura mayor de almacenamiento, regulación y distribución con un enfoque de cuenca; y aumentar la seguridad jurídica de los recursos hídricos.

			Dado que el consumo de agua implica diversos usuarios —incluyendo el consumo humano, el sector agrícola, el minero y otras actividades como la industria o la generación de energía—, los autores reconocen la necesidad de una gestión multisectorial de los recursos hídricos. Por lo tanto, proponen que la ANA se ubique bajo la PCM para que tenga mayor autoridad y autonomía en la gestión eficiente del recurso en el país.

			También destacan que la eficiencia del agua de riego apenas está en torno al 35 %, con un desperdicio significativo debido a la deficiente aplicación a los predios y el mal estado de conservación de las redes de conducción y distribución. Para abordar este problema, proponen fortalecer el Programa Nacional de Siembra y Cosecha de Agua e impulsar la construcción de grandes embalses de represamiento de agua a nivel nacional.

			Asimismo, identifican la falta de seguridad jurídica de los recursos hídricos. Según la Dirección de Administración de Recursos Hídricos, hasta 2018 menos del 50 % de comités de usuarios de agua que abarcan superficies agrícolas bajo riego contaba con licencias de uso de agua. Para solucionarlo, proponen incrementar la tenencia de derechos de uso sobre los recursos hídricos, así como establecer metodologías eficientes para determinar tarifas y pagos de agua que reflejen su escasez.

			En síntesis, dado que la oferta de recursos hídricos en el Perú está disminuyendo, se requiere una estrategia integral para regular de manera más eficiente esta menor disponibilidad. Los autores sugieren propuestas en políticas públicas para atender usuarios de diferentes sectores, mejorar la eficiencia del agua e incrementar la seguridad jurídica de los recursos hídricos.

			Finalmente, el libro cierra con uno de los problemas que, junto con la corrupción, lideran las principales preocupaciones de los peruanos: la inseguridad ciudadana. Así, en el capítulo VII, «Seguridad ciudadana, mucho por hacer», Ricardo Valdés explica que la seguridad ciudadana va más allá de ser solo un tema policial, pues la inseguridad es multicausal. Por lo tanto, las acciones destinadas a promover y fortalecer la seguridad se deben desarrollar en los diversos niveles de Gobierno, con la participación de múltiples actores estatales, de la sociedad civil y del sector privado.

			Según el Barómetro de las Américas, en 2019 el Perú lidera las estadísticas de victimización, con un 36 % de la población que declara haber sido víctima de un delito en los últimos doce meses. Además, el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) indica que la cantidad de víctimas de al menos un delito estaba disminuyendo sistemáticamente hasta agosto del año 2021, cuando comenzó a crecer y ha continuado aumentando hasta hoy. Ocho de cada diez peruanos se sienten inseguros ante el riesgo potencial de que su integridad personal sea vulnerada, lo que demuestra la necesidad de políticas públicas efectivas en materia de seguridad ciudadana.

			Valdés propone que la seguridad ciudadana sea abordada de manera sistemática por todos los niveles del Estado y por organismos autónomos para superar las cinco principales causas de la inseguridad a nivel nacional: la insuficiente labor en la prevención del delito y la violencia; el limitado acceso a servicios de seguridad ciudadana en la nación; la presencia de robos y hurtos en espacios públicos; el incremento del carácter violento en los delitos que afectan la seguridad ciudadana; y la presencia de delitos de complejidad.

			También es fundamental abordar las principales amenazas a la seguridad, como son la corrupción policial, las economías criminales y los delitos con mayor recurrencia en el país, que pueden ser identificados analizando la población penitenciaria.

			La inseguridad ciudadana, los delitos y la criminalidad organizada impactan directamente en la coexistencia y en la calidad de vida de la ciudadanía. Por ello, Valdés sugiere, primero, prevenir de manera integral, social y operativa con financiamiento e intervención sectorial focalizada. Segundo, fortalecer la capacidad operativa y la respuesta rápida con base en inteligencia estratégica, tecnología, comunicaciones y coordinación. Tercero, fomentar la responsabilidad política de los diferentes niveles de Gobierno, la transparencia y la rendición de cuentas. Por último, fortalecer la institucionalidad y el bienestar policial. Sin modernización o reformas en la institución policial y en el sector Interior, será difícil combatir la inseguridad que tanto perjudica a los peruanos.
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